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SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Tenemos que tratar las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley relativo al seguro 
obligatorio de automotores contra terceros. En la última reunión, se encomendó a una delegación de esta 
Comisión integrada por los señores Diputados Borsari Brenna, Domínguez, Alonso y quien habla mantener 
reuniones con el Directorio del Banco de Seguros del Estado y solicitar a AUDEA Asociación Uruguaya de 


Empresas Aseguradoras una aclaración respecto a lo que significaría, de aprobarse este proyecto de ley, el 
costo de las primas mínimas o máximas para hacer efectiva la contratación de seguros en forma obligatoria, 
tal cual plantea este proyecto. 


Por un lado, se mantuvo una entrevista con el señor Gustavo Vilaró, Presidente del Banco de Seguros del 
Estado y, por otro, AUDEA nos hizo llegar un estudio estadístico muy abundante respecto a la realidad de la 
siniestralidad en el país, etcétera, que contiene setenta y cuatro páginas con fórmulas matemáticas y 
estadísticas. Si ya no se hizo electrónicamente, solicito que este estudio se envíe a cada legislador. Yo no 
encontré una respuesta a nuestro planteamiento. Sí encontré abundante información, muy sólida y muy 
sustentable desde el punto de vista técnico, pero no pude encontrar la respuesta respecto a cuánto significaría 
el costo de una póliza de seguros relativa a lo que estamos hablando. 


Si me permiten los colegas que participaron de la entrevista junto a mí, voy a informar lo que allí se habló. 
Nos encontramos con el señor Gustavo Vilaró y le trasladamos nuestra inquietud en dos sentidos. Por un 
lado, sobre el costo de la póliza y, por otro, sobre si la visión del Banco de Seguros incluye a las motos. Nos 
contestó que desde el punto de vista de los costos, él prefería no entregar por escrito o formalmente una cifra, 
fundamentando que a partir de que el Banco de Seguros del Estado está en el mercado del seguro y tiene 
competencia con empresas privadas, de alguna manera eso podía significar cierta vulnerabilidad hacia el 
Banco a la hora de competir. De todas maneras, nos informó que sin tener las cifras absolutamente ajustadas, 
los montos que públicamente trascendieron luego de nuestro debate la semana pasada no estaban referidos a 
este seguro, sino que eran una respuesta a un pedido de informes que había hecho en su oportunidad el señor 
Diputado Botana, donde se incluía una serie de costos de diferentes pólizas ante distintos tipos de seguros, 
todos ellos bastante por encima de lo que se trata: el seguro mínimo obligatorio que estamos planteándonos. 
En los términos en que nosotros nos estamos planteando el tema, él nos afirmó que se trataría de un costo 
aproximado anual de entre $ 1.500 y $ 1.600, más IVA, para los automóviles. Esto quiere decir que puede 
andar en torno a los $ 2.000 anuales aproximadamente US$ 100 al valor de hoy; eso sería lo que costaría la 
contratación de un seguro con estas características. Obviamente, esta cifra está bastante por debajo de lo que 
habíamos evaluado en la reunión anterior, a partir de la información con la que contábamos, que no se refería 
precisamente a este seguro. 


Ante nuestra consulta con respecto a las motos, él hizo una abundante fundamentación en cuanto a que este 
seguro no tendría sentido de ser si no se incluyen a las motos, lo que para ellos siempre estuvo planteado. Si 
pretendemos que este seguro pague el mínimo a los efectos de que permita ordenar la situación caótica que 
tenemos en el país y si analizamos el índice de siniestralidad que tienen sobre todo los vehículos birrodados, 
fundamentalmente contra terceros, él entiende inviable que esta ley pueda consolidarse en el mercado si no 
incluye a las motos. 


Respecto a nuestra pregunta relativa a cuánto podría significar el costo anual de contratación de un seguro 
para las motos, él nos dijo que hoy existe una póliza mínima de seguro 


no precisamente en los términos en que nosotros lo planteamos que está en el entorno de los $ 1.250, 
pero se refirió al seguro mínimo respecto a la siniestralidad que pueda existir hoy, no a los daños contra 
terceros. El estimó que la cifra que puede rondar el seguro de las motos iba a estar por debajo de los $ 1.000 
anuales 


——— habló de $ 800, de tal forma de que todo vehículo con motor que circule estaría asegurado y permitiría, 
a partir de los extremos que plantea la ley, lograr un ordenamiento en materia de seguro, una seguridad en 
cuanto al daño o lesiones muchas de ellas graves contra terceros y pondría al Uruguay en línea con la 
realidad en materia de seguros contra terceros que existe en el continente y en la región. 


A partir de eso, concluimos la reunión. Por lo que hablamos informalmente, entendimos que era un buen 
momento para profundizar este tema y tratar de laudar nuestro debate, habilitando la aprobación de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR ALONSO.- Yo voy a dar mi voto para que el proyecto siga adelante. Entiendo que desde mi 
concepción liberal de cómo tiene que estar organizada la sociedad, el Estado tiene algunas 
responsabilidades que no puede eludir. Algunas de esas responsabilidades hacen a la convivencia de los 
ciudadanos. Particularmente en lo que hace al desplazamiento de las personas utilizando vehículos 


automotores, se da en el mundo moderno una situación en la que muchas veces quedan comprometidos 
todo tipo de derechos y de libertades. De allí, el lugar común de identificar que el Estado debe, en 
principio para poner un ejemplo muy burdo, velar por que el desplazamiento de las personas sea en 
forma ordenada, y por eso están las normas de tránsito. 


Más allá de esa simplificación, he visto en las casi últimas dos décadas del trabajo parlamentario que han 
aparecido en escena, en cada una de las Legislaturas, algunos proyectos concretos que pretenden ejercer esa 
competencia que el Estado tiene para regular la vida de las personas, aun reitero desde mi perspectiva liberal 
de la sociedad. Este es uno de ellos. Hay otros; por ejemplo, el de los corredores inmobiliarios y hay una 
media docena más de proyectos que aparecen recurrentemente y que con una gran demostración de 
incapacidad el Parlamento no termina de aprobar. 


Por supuesto que siempre es difícil ponernos de acuerdo porque, entre otras cosas, representamos distintos 
sectores y orientaciones filosóficas de la sociedad, pero a primera vista, sin duda, acá hay un elemento, por 
encima de las diferencias puntuales, sobre el que nadie está en desacuerdo: no debe haber un mecanismo que 
induzca a los ciudadanos que utilicen vehículos automotores a tener un seguro de responsabilidad civil. Por 
eso voy a dar mi voto, teniendo algunas diferencias con el proyecto que específicamente se está 
considerando. Creo que hay veces en las que hay que hacer la suma algebraica y ver cuáles son los elementos 
a favor y los elementos en contra. Creo que son notoriamente muchos más lo que juegan a favor que los que 
juegan en contra. Por supuesto que asumo que este proyecto no va a naufragar. Evidentemente, están dados 
los votos de la mayoría y estos aseguran su aprobación en esta instancia o en alguna otra. 


Quiero comprometerme con un proyecto de estas características, aun con las anotaciones, las salvedades y las 
propuestas que el señor Diputado Doti Genta trasmitió a la Comisión en forma muy acertada. Hay algunas 
otras diferencias que comparto con los compañeros de bancada respecto a algunos de los instrumentos que se 
proponen en el proyecto de ley, particularmente en lo que hace a la requisa de los vehículos. 


Quiero profundizar un poco más mi razonamiento, sobre todo con respecto a la evolución de la última 
semana, a partir de que el Gobierno nos planteó su interés en proceder rápidamente a dar aprobación a la 
aceptación de las modificaciones introducidas por el Senado. La duda que se planteó en ese momento fue 
estrictamente en cuanto a dos aspectos: el costo del seguro y si abarcaba o no a los vehículos birrodados o 
motos. En cuanto a la primera consulta, yo no participé de la reunión porque hubo un problema de horario; sí 
me reuní diez minutos después de que se fuera la delegación con el Presidente del Banco de Seguros del 
Estado. Por supuesto que lo que tenemos es un compromiso verbal primario, al que le doy fuerza, de alguien 
que está al frente de una institución y que conoce del tema. Además, conversé acerca de esto en una 
entrevista particular con AUDEA que me solicitaron en la tarde de ayer. A mi entender, el monto para el 
primer tramo de la aplicación de este proyecto de ley aparece como algo razonable; es un tanque de nafta. Se 
debe dar cobertura de responsabilidad sobre la vida de las personas; además, existe la posibilidad de que una 
persona quede incapacitada porque uno comete una maniobra inadecuada o tiene una falla mecánica. Creo 
que hay límites sobre los cuales uno no debería siquiera cuestionárselo. Estamos hablando de $ 2.000; repito 
que es un tanque de nafta. 


El otro tema está vinculado con las motos. En la conversación en la que calculo se habrá repetido el mismo 
argumento y la misma línea de pensamiento por parte del señor Vilaró, se insinuó el costo del seguro para el 
primer tramo, pero condicionando la evolución en función de cómo se comporte el mercado, lo que me pone 
tranquilo porque creo que uno de los riesgos en los que podríamos estar incurriendo es establecer un marco 
para el desarrollo de este instrumento que indujese al informalismo, que es el peor de los daños que le 
podríamos hacer al sistema. 


En el Derecho Comparado, en la situación comparada con países de la región, hay muy malos indicadores al 
respecto, especialmente en Argentina. Yo fui Director del Banco de Seguros del Estado hace doce años. 
Recuerdo haber participado de un seminario en la ciudad de Buenos Aires, en el que precisamente se hablaba 
de este tema y de las dificultades que representaba el hecho de que hubiese una porción del mercado muy 
importante no cubierta por el seguro que ellos ya tenían como obligatorio. Se me ocurre que el razonamiento 
que hace el Presidente del Banco de Seguros es adecuado. Suponemos que este es el precio base, suponemos 
que va a tender a subir en la medida en que aumenta la cobertura y la responsabilidad, pero ello no debería 
ser lineal porque deberíamos tomar en cuenta que el mercado va a tender a acomodarse y la competencia ahí 
estamos los que pensamos que el mercado a veces resuelve algunos temas va a tender a ayudar a que el 


precio quede lo más deprimido posible, ya que va a ser uno de los elementos determinantes para que las 
personas asuman la contratación del seguro. 


El otro tema es el de las motos. Puede ser que, en principio, hubiesen estado excluidas del espíritu del 
legislador por el juego de las interpretaciones de las normas vigentes y de las últimas disposiciones que se 
han aprobado. De acuerdo con la interpretación que se hace por parte del Banco, parecería que las motos, los 
birrodados, estarían incluidos, cosa que me parece conveniente. Si se aprobase el proyecto solo para los 
automóviles y no para las motos, sería absolutamente parcial. Además, es creciente la cantidad de motonetas 
ahora no tengo la cifra que se venden en el Uruguay. Originalmente, se vendían mucho más en el interior, 
especialmente en las ciudades del litoral, pero hoy se venden muchas motos en la capital, debido a la baja de 
los precios y a la relación de conveniencia que se da al trabajador, que con la plata que paga los boletos 
termina comprándose una. Creo que esto nos obliga más aún a tener la responsabilidad de ampliar el proyecto 
a las motos. Por supuesto que ahí también tenemos otra dificultad: cuánto va a costar el seguro de la moto, 
aunque las estimaciones están hechas. Me animaría a decir, sin necesidad de echar mano a que haya algún 
tipo de subsidio cruzado, que muchas veces para las compañías este tipo de seguros se constituye en una 
puerta de entrada para clientes que terminan asegurando otro tipo de riesgos en la misma institución que le da 
cobertura a su moto o a su vehículo. Las compañías aseguradoras y el Banco de Seguros ven esto como una 
oportunidad, porque a pesar de lo que nosotros pensamos en cuanto a que la gente tiene una amplia cobertura 
de riesgos, no la tiene. Hay un mercado potencial y un mercado para trabajar por parte de las empresas 
aseguradoras verdaderamente importante. En este negocio, cuanta más gente haya asegurada, más barato es 
el seguro; ese es el esquema. La conveniencia para quien está asegurado es que el seguro le llegue a mayor 
cantidad de personas para que de esa manera el costo de mi seguro se vea reducido. 


Habiendo hecho estas consideraciones, comprometo mi voto a la aceptación de las modificaciones del 
Senado, reitero, en el entendido de que estoy dando respaldo al proyecto de ley, con el que tengo algunas 
diferencias y creo que podría ser mejorado, pero su tratamiento a nivel parlamentario en, al menos, las 
últimas tres Legislaturas nos pone en el compromiso de dar nuestro voto. 


SEÑOR ORRICO.- El señor Diputado Salsamendi me encargó que yo plantee una situación que a él le 
preocupa y que quiere que los demás conozcan. El señor Diputado Salsamendi vive en concubinato 
"more uxorio" con su señora, quien es vendedora de seguros. Él quiere poner esta situación en 
conocimiento de la Comisión. Yo creo que debemos votar para que él esté presente. Como se ha dicho 
tantas veces, esta es una cuestión muy general que no está hecha para el beneficio de nadie en 
particular, sino para el de la sociedad en su conjunto. Me parece que esta Comisión integrada, y luego 
el plenario, deberían aceptar que el señor Diputado Salsamendi esté presente en la discusión. De todas 
maneras, lo pongo a consideración, porque él se ve en la necesidad ética imperiosa de plantearlo y yo, 
con mucho gusto, cumplo con lo que me comprometí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se habilita a participar de la discusión al señor Diputado 
Salsamendi. 


(Se vota) 
——— Doce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


(Ingresa a Sala el señor Representante Salsamendi) 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Hoy estamos considerando las modificaciones realizadas por el Senado 
de la República al proyecto de ley votado por unanimidad en esta Cámara de Representantes. 


Con el señor Diputado Alonso tengo algunas diferencias de criterio en cuanto a estas modificaciones que 
vienen del Senado, no en cuanto al proyecto de ley original. Vamos a decir por qué consideramos 
inadecuadas y no de recibo algunas de las modificaciones establecidas por el Senado de la República, que 
creemos que vienen a complicar el trámite de este proyecto de ley. 


Es verdad todo lo que ha dicho el señor Presidente de la Comisión en cuanto a la entrevista que mantuvimos 
con el señor Presidente del Banco de Seguros del Estado. Fue una entrevista amable, en la que el Presidente 


del Banco de Seguros nos clarificó una de las mayores dudas que teníamos en cuanto a la prima que se va a 
cobrar respecto de estos seguros contra terceros. Tuvimos un alivio por la noticia de que los montos que 
manejamos en esta Comisión en la sesión pasada no iban a ser tales, sino que en el primer año iban a estar en 
el entorno de los $ 1.600 más IVA, lo cual se redondea en una cifra de $ 2.000 para los automóviles. También 
es bueno y dable decir que aquí hay una progresividad. El artículo 8” establece la progresividad del límite 
máximo; según nuestros cálculos, al tercer año, de $ 2.000 se pasaría a pagar $ 3.300 por auto. Hay una 
modificación del Senado de la República que establece estos aumentos, lo cual no compartimos. 


En cuanto a los vehículos que sean objeto de este proyecto de ley, creo recordar que en la Cámara no sé en el 
Senado nunca atendimos a que las motos y los motociclos que según expresiones del Presidente del Banco, 
estarían incluidos en este proyecto de ley están comprendidos en la definición del artículo 1” de este 
proyecto. Esto nos preocupa profundamente porque hay cientos de miles de motos circulando por el país, 
sobre todo en el interior de la República, que se verían gravadas por este seguro contra terceros. 
Coincidiendo con mi compañero Alonso, hay miles de personas que han adquirido este tipo de vehículos a los 
efectos de, por ejemplo, ahorrarse el boleto. Quiere decir que son familias que tienen una capacidad 
económica limitada. Por lo tanto, el hecho de que se les cobre unos $ 1.000 por año incluyendo el IVA lo que 
se nos notició en el Banco de Seguros nos preocupa. La interpretación que yo doy al artículo 1 no incluye a 
las motos ni a los motociclos. Por lo tanto, ese temperamento lo queremos dejar sentado en la versión 
taquigráfica. El artículo 1% no prevé a texto expreso que las motos y los motociclos sean objeto de este 
seguro. Dice lo siguiente: "Créase un seguro obligatorio que cubra los daños que sufran terceras personas 
como consecuencia de accidente causado por vehículos automotores y acoplados remolcados". Desde mi 
punto de vista, se refiere a automóviles y a camiones. Creo que estos vehículos no estarían incluidos en el 
artículo 1” y me parece que está bien que desde aquí se interprete que no están incluidos, primero, por 
razones económicas y, segundo, porque los daños son a terceros. 


Voy a dar una opinión que es subjetiva y se puede discrepar con ella; voy a dar mi opinión. Creo que el daño 
contra terceros muy difícilmente es causado por una motocicleta o por un motociclo. Diría que en el 90% de 
los casos el daño es causado a sí mismo y ese daño no es trasladado a un tercero. Esa es mi interpretación. 
Cuando veo accidentes en los que hay una moto o un motociclo, advierto que, lamentablemente, la víctima 
siempre es el que maneja la moto. Esto no lo cubre; aun cuando se incluyan a texto expreso las motos y los 
motociclos, ese daño no se cubre. Es bueno decirlo aquí para que todos lo tengamos claro. En cuanto al 
aspecto subjetivo, se podrá discrepar con mi afirmación o no, pero ese daño no está cubierto por este 
proyecto de ley. 


Por lo tanto, no estamos de acuerdo con esa interpretación. Creemos que las motos deben quedar fuera de 
este proyecto de ley. Desde mi punto de vista, se quiere incluir a las motos y a las motocicletas por una 
simple ecuación económica: para que las cuentas respecto de los automóviles den. Me parece que ese no es 
un buen principio. 


SEÑOR ALONSO.- Con la Secretaria de la Comisión, estamos buscando la norma de la ley de tránsito 
recientemente aprobada. Es verdad que el texto del proyecto de ley que estamos considerando hace 
referencia a vehículos automotores. La ley de tránsito define a los vehículos automotores e incluye a las 
motocicletas. Por lo tanto, esta sería una ley aprobada posteriormente a otra ley que es marco o, por lo 
menos, se hizo previamente y que define cuáles son los vehículos automotores. Faltaría una remisión, si 
se quiere, pero si hay una ley que previamente define el vehículo automotor e incluye a las motonetas, 
entiendo que estas quedan incluidas en el proyecto. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- No quiero entrar en un contencioso con mi amigo y compañero Alonso, 
pero estamos tratando el proyecto de ley presentado por el Foro Batllitsa el 4 de abril del año 2000. Por 
eso decía que nunca tratamos el tema de las motos, porque esta ley que el señor Diputado Alonso trae a 
colación fue aprobada hace muy poco tiempo. Por lo tanto, en todo el trámite de este proyecto de ley, 
desde 2000 hasta ahora, esa concepción que trae la ley de tránsito, está consagrada mucho después de 
todo el trámite parlamentario establecido por más de una Legislatura y por muchos legisladores. Por lo 
tanto, creo que esto debe ser mirado con el prisma no de esa definición, sino de la definición que 
siempre hemos tratado en esta Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración. 


Voy a redondear mi pensamiento respecto de las modificaciones del Senado. Las considero inconvenientes; 
además, en el espíritu del proyecto de ley no estaban incluidas las motos. 


Ahora voy a hablar sobre un tema que casi siempre interesa al señor Diputado Orrico. Muchos dirán que es 
poco importante, pero yo lo quiero plantear para dejarlo sentado en la versión taquigráfica. Se nos enmienda 
la plana más de una vez, en tres o cuatro oportunidades, diciéndosenos que no se puede decir "esta ley", sino 
"la presente ley", cosa que considero equivocada, como hemos considerado acá muchas veces varios 
legisladores de varios partidos. 


(Interrupción del señor Diputado Salsamendi) 


——— Quiero decir que en los artículos 13, 15 y en alguno más se nos enmienda la plana respecto a esto. Creo 
que la redacción dada por la Cámara de Representantes estaba bien. Este es un aspecto semántico que 
muchos consideran poco importante, pero yo siempre lo considero importante en las leyes. 


Por último, voy a hablar sobre la otra gran diferencia que mantengo con las modificaciones que vienen del 
Senado. En nuestro proyecto de ley que votamos en la Cámara se establecía un mecanismo para cuando el 
auto no estuviera asegurado. Este mecanismo establecía ciertas trabas administrativas y ciertas trabas en la 
circulación que me parecían bien, y por eso las votamos. En cuanto a las trabas administrativas, por ejemplo, 
no se podía realizar el título o la transferencia en la Intendencia Municipal respectiva, cosa que nos parecía 
bien, y por eso acompañamos. Pero, para nuestra sorpresa, el artículo 25 del proyecto que viene del Senado 
establece infracciones y sanciones, y agrega a lo aprobado por nosotros: "El Ministerio del Interior procederá 
al secuestro de todo vehículo automotor que circule sin seguro obligatorio, y dispondrá su depósito a cargo 
del propietario, poseedor o guardador de hecho del mismo". 


Yo estoy absolutamente discordante lo dije el miércoles pasado y lo repito hoy con esta disposición, con esta 
nueva norma que estableció el Senado. Creo que es inconstitucional; absolutamente inconstitucional. Lo 
decíamos cuando pasaba que en las calles de Montevideo venía un camión y la Intendencia Municipal de 
Montevideo se llevaba un automóvil; lo decimos de cualquier Intendencia de cualquier signo, y lo decimos 
también del Ministerio del Interior. Que una persona salga a la calle, esté realizando cualquier actividad 
cualquiera, no importa y al salir ve que su vehículo no está, es un atropello a los derechos del ciudadano y a 
la Constitución. Tenemos que terminar con eso. Habrá que buscar algún otro procedimiento. Desde mi punto 
de visto, esto es inaceptable. 


SEÑOR ORTUÑO.- Si uno lee el artículo en su globalidad, hay elementos de gradualismo que se 
plantean que ya estaban en el proyecto de la Cámara de Diputados. Se dice que la autoridad 
competente podrá autorizar el desplazamiento precario, estableciendo las condiciones para ello por 
única vez y demás. De todos modos, advierto el tenor del cambio del artículo 25, sobre el que se está 
haciendo referencia. 


La consulta que hago al señor Diputado Borsari Brenna es si tiene alguna información sobre cuál es el origen 
de esta modificación. La información que tenemos nosotros por lo menos, la que me ha llegado a mi es que la 
modificación habría sido propuesta por el Partido Nacional. Si bien creo que la redacción original nuestra 
podría haber sido mejor, el espíritu del Senado fue concretar más este tema. El segundo inciso atenúa y, por 
lo tanto, da espacio a la reglamentación para dar un marco de flexibilidad en la aplicación de esto. Me 
gustaría que el señor Diputado confirmara si fue una iniciativa del Partido Nacional 


nosotros tenemos esa referencia que el Gobierno ha incorporado en la búsqueda de acuerdos, o si la 
información que nosotros tenemos es equivocada. 


SEÑOR LACALLE POU.- No comprendo el alcance de las palabras del señor Diputado Ortuño. 
Quizás pueda continuar con su pesquisa y traernos más datos acerca de quién incluyó este artículo. A 
mi poco me importa. Seguramente, me atrevo a opinar en nombre del señor Diputado Borsari Brenna; 
poco nos importa. En la historia de esta Comisión, hemos votado negativamente proyectos de ley que 
vienen votados por unanimidad y que están informados por el Partido Nacional. Las pesquisas serán 
parte de un divertimento o de una averiguación de otro. El señor Diputado Borsari Brenna está 
llevando su voz y la de quien habla en virtud de un análisis de un texto legal, y no compartimos sus 
modificaciones. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quiero explicar el alcance de mi intervención. 


No ha habido un ánimo de pesquisa, como interpretó el señor Diputado Lacalle Pou, sino un ánimo de 
trasladar el espíritu de acuerdo con el que el Senado llevó esta nueva redacción a la Cámara de Diputados, 
con una interpretación más amplia que la que estaba dando el señor Diputado Borsari Brenna. Creo que la 
lectura integral del artículo nos puede permitir ponernos de acuerdo, igual que se hizo en Senado. 


Simplemente, quería trasladar ese espíritu de acuerdo interpartidario que llevó al Gobierno a aceptar una 
propuesta del Partido Nacional, y acá la podíamos refrendar. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Iba a seguir analizando el texto del proyecto de ley e iba a pasar por 
alto esas afirmaciones, pero por lo que manifestó el señor Diputado Lacalle Pou, debo decir que acá 
estamos para expresarnos sobre un proyecto de ley de carácter general, no sobre quién propuso una 
cosa 0 la otra, subjetivizando nuestra visión; acá estamos para ver si un proyecto de ley está bien o mal. 


Creo que este está mal. En el artículo 22 del proyecto original que nosotros votamos, ya se establecían 
sanciones duras para el ciudadano o el habitante infractor de esta ley, que son la multa, la inmovilización e, 
inclusive, el pago del depósito que va a estar a cargo del propietario o del poseedor. Muchas veces va a pasar 
que el propietario, cuando vaya a sacar el vehículo del depósito, tendrá que ver qué le va a convenir, porque 
hay vehículos de tan bajo valor que ni valen la pena. Si incluimos a las motos y a las motocicletas, ni les 
digo. No le va a convenir, porque con diez o quince días de depósito se compra otra moto. Creo que esto es 
un exceso, que nosotros no deberíamos refrendar en la Cámara de Diputados. Además, ya tenemos el 
contralor establecido por el artículo 27, en el que también se nos enmienda la plana desde el punto de vista de 
la forma, pero aceptémoslo. El literal A) del artículo 27 establece: "Los Registros Públicos no podrán 
inscribir títulos de propiedad, contratos de prendas u otros documentos que afecten la titularidad de los 
vehículos automotores". El literal B) dispone: "Los Municipios no podrán realizar transferencias municipales, 
cesiones, empadronamientos, reempadronamientos, cambios de motor, chasis, otorgar certificado libre de 
deuda y antecedentes". 


Es decir que hay una serie de contralores acá habemos más de un escribano y sabemos lo que son estos 
contralores muy fuertes, que llevarían a que el ciudadano o el habitante del país tuviera la obligación, hasta la 
conveniencia personal, de asegurar su vehículo. 


Me parece exorbitante esta norma que viene del Senado y tampoco la voy a acompañar. Habiendo 
compartido y votado el proyecto de ley en la Cámara de Representantes, no vamos a acompañar las 
enmiendas establecidas en el Senado de la República. 


SEÑOR ALONSO.- Por encima de la diferencia de posición que se puede llegar a tener, que 
indudablemente tenemos con el señor Diputado Borsari Brenna sobre la conveniencia o no de que estén 
incluidas las motos en un seguro obligatorio de responsabilidad civil, entiendo que sí que es 
conveniente que así se dé. El señor Diputado Borsari Brenna entiende que no es conveniente. Sí quiero 
que quede claro para que después no exista la posibilidad de una doble interpretación del proyecto de 
ley que estamos considerando ahora por encima de lo que puede haber sido el espíritu del legislador en 
el año 2000 cuando se presentó el proyecto, que el espíritu del legislador en este momento, por lo menos 
el que me invade a mi, es que debo hacer la interpretación de cuáles son las normas vigentes, y en 
función de eso ver si las motos están o no incluidas. El artículo 9” de la ley de tránsito refiere a las 
definiciones que contiene este proyecto de ley. En su Anexo establece que un vehículo es un artefacto de 
libre operación que sirve para transportar personas o bienes por una vía. Una moto también es eso. Lo 
es un camión, un triciclo, un cuatrociclo, un automóvil; definitivamente, lo es una moto. 


Por encima de las diferencias que se puedan tener respecto de la conveniencia o no de la aplicación de la ley, 
que inducen a votar en uno u otro sentido, creo que no existe una segunda interpretación de la norma que hoy 
estamos considerando, que después va a ser considerada en el plenario, aceptando o rechazando las 
modificaciones del Senado. Además, el texto no fue modificado; esta definición no ha estado sujeta a 
modificaciones. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Ya dí mi opinión con respecto al tema. Creo que esta es una definición 
superviniente al proyecto de ley. Si bien puede ser válida otra interpretación, la nuestra sigue siendo 
que no están comprendidas las motos y los motociclos en este proyecto de ley. De lo contrario, debería 
decirlo a texto expreso. Desde mi punto de vista, si se quiere legislar en este sentido, habría que 
incluirlo en el artículo 1” a texto expreso. 


SEÑOR SOUZA.- Lo que voy a exponer refiere a la contextualización de los artículos 4", 19 y 21. 


Primero, voy a plantear una interrogante porque vengo poco a la Comisión y de repente este es un tema que 
ya está laudado. Quizás el compañero Fernández tenga la misma preocupación que yo. Me refiero a los autos 
indocumentados brasileños que circulan en nuestros departamentos de Artigas, Rivera, Cerro Largo y Rocha. 
¿Cuál es la situación imperante hoy respecto a estos automóviles? Que no son automóviles suntuosos, sino 
que generalmente los trabajadores los compran a un precio muy barato y portan una documentación que 
llaman un "cartório", una carta verde que expiden los dueños brasileños a los uruguayos y con ello circulan 
en los departamentos de frontera. 


¿Cuál es la realidad de la situación? Que es un delito de contrabando a vista y paciencia de los Jueces y de los 
Fiscales Letrados de los departamentos. Hay una inoperancia total en ellos y se hace la vista gorda. Tampoco 
hay operancia en la Aduana, ya que no secuestra esos automóviles ni realiza ningún tipo de procedimiento 
con ellos. Las Intendencias tampoco perciben algunas puede ser que lo perciban una tasa de pavimento por 
circulación; hasta ya se dejó de cobrar. Esos automóviles deben ser alrededor de cinco mil o siete mil. No es 
mucho con relación a lo que queremos legislar. Piensen si se da un accidente con este tipo de automotores, 
que generalmente no tienen balizas ni las mínimas condiciones de circulación. Esta situación que se da a vista 
y paciencia de todos en la frontera. 


A mi personalmente, los artículos 4”, 19 y 21 no me dan la certeza de que esta situación esté contemplada. El 
artículo 4” establece: "(Vehículos matriculados en el extranjero).- Los vehículos matriculados en países 
extranjeros o ingresados en régimen de admisión temporaria, están igualmente sujetos a las obligaciones de 
esta ley, sin perjuicio de los convenios internacionales celebrados por la República". Sabemos que hasta 
ahora con Brasil no se ha cumplido ningún pacto. El "pacta sunt servanda" para los brasileños no existe. 
Podemos tener un convenio; por ahora, respecto a esto no lo tenemos. 


(Interrupción de varios señores Representantes) 


———- El artículo 4* dice que están incluidos. El artículo 19 establece: "(Coberturas especiales).- Los 
damnificados o sus causahabientes serán indemnizados por el procedimiento de los artículos siguientes, 
cuando los daños sean producidos por: (...) B) Un vehículo carente de seguro obligatorio.-" este podría entrar 
porque no lo tiene "C) Un vehículo hurtado u obtenido con violencia" a veces son hurtados y obtenidos con 
violencia desde Brasil y pasan a Uruguay; se pide el informe a la Policía y surge que están hurtados "A) Un 
vehículo no identificado". Podría ser un vehículo no identificado para la República Oriental del Uruguay, 
porque no tiene una documentación que lo avale. No fue introducido en Admisión Temporaria; puede ser un 
vehículo de contrabando o un vehículo que está de paseo. 


El artículo 21 hace mención a los recursos del Fondo. Los recursos especiales de la creación del Fondo de 
Indemnización previsto en el artículo 20, se desglosan en el artículo 21. Dice el artículo 21: "Al mencionado 
Fondo se destinará la totalidad de los recursos provenientes de: A) Las multas percibidas en virtud de las 
sanciones a que refiere la presente ley.- B)" acá está el meollo del tema "Subsidiariamente la contribución del 
Estado que resulte necesaria a efectos de hacer frente a las indemnizaciones provenientes de las coberturas 
especiales". Pregunto: ¿el Fondo va a cubrir estas situaciones especiales de los vehículos indocumentados 
brasileños? ¿Se incluye a los vehículos brasileños ingresados irregularmente al país en este Fondo de 
Indeminzación de Coberturas Especiales? Quiero que quienes han estado más en este tema me lo aseguren. A 
texto expreso esta situación no se legisla. Dejo planteadas estas preguntas a la Comisión. 


Respecto al artículo 25 y a las enmiendas que le ha hecho el Senado, considero que el inciso segundo tiene 
una muy mala técnica jurídico legislativa. El inciso primero establece: "El Ministerio del Interior procederá 
al secuestro de todo vehículo automotor que circule sin seguro obligatorio, y dispondrá su depósito a cargo 
del propietario, poseedor o guardador de hecho del mismo". El inciso en cuestión, el segundo, dispone: "No 


obstante, la autoridad competente" es decir, el Ministerio del Interior "podrá" no dice deberá "autorizar por 
única vez su desplazamiento precario estableciendo las condiciones para ello". 


No se establecen las condiciones para ello, salvo que la norma tenga una contextualización más concreta. 
Cuando se establece "podrá por única vez", ¿cuál será la discrecionalidad de la Administración cuando el 
funcionario del Ministerio del Interior detenga un vehículo, constate que no tiene seguro y pueda o no 
dependiendo del estado de ánimo de ese funcionario y de cómo se haya contextualizado la conversación entre 
el administrado y él aplicar un criterio discrecional muy amplio para secuestrar el vehículo o dejarlo circular? 
Me parece que es de muy mala técnica legislativa establecer "podrá autorizar por única vez". 


Quería plantear esto, porque no lo podemos dejar librado al azar, máxime en los departamentos del interior 
donde las relaciones personales cara a cara implican amiguismos y enemistades. A veces, esto podría ser tan 
arbitrario que nosotros deberíamos preverlo. No se puede dejar a consideración de una autoridad, a la mera 
manifestación de un funcionario la discrecionalidad en forma tan lata, tan extensa, teniendo en cuenta que se 
trata de una cuestión en la que está involucrado un automóvil o una moto. 


SEÑOR YANES.- Voy a ser breve, reiterando parcialmente algunos conceptos que ya se plantearon la 
semana pasada, pero no hay más remedio que hacerlo porque se repiten como argumentos. 


El señor Diputado Alonso hacía referencia a que es buena cosa asumir las responsabilidades y legislar sobre 
este proyecto después de tanto tiempo en que el Parlamento lo tuvo en carpeta y nunca se resolvió. Es buena 
cosa, además, que algunos legisladores que tienen diferencias más o menos importantes pasen sobre ellas 
para asumir el compromiso de legislar. Hay que acusar recibo de eso. Me parece importante para este 
proyecto de ley y para otros. En esto estamos asumiendo una responsabilidad importantísima. 


Esa responsabilidad implica algunas cuestiones culturales que hay que cambiar. Un abono de TV cable está 
entre $ 600 y $ 800. A una persona que tiene una moto, que puede andar a ochenta o noventa kilómetros por 
hora y llevarse a alguien por delante en una cebra, hacerle perder un brazo o una pierna, pagar el seguro le 
implica abonar lo mismo que un abono de TV cable; este es un tema cultural que hay que asumir. Nosotros, 
los legisladores tenemos el tema impositivo, tributario, el IRPF, la Contribución Inmobiliaria, esto y lo otro, y 
asumir que el grupo familiar tiene que pagar $ 800 por el seguro de una moto es un costo. Pero lo tenemos 
que asumir cambiando la perspectiva. Los muertos y heridos en siniestros de tránsito es lo que sale en el 
informativo. Ahora, un tornillo que se pone al que se le quiebra una pierna o un brazo a veces hay que 
mandarlos desde Tacuarembó hacia Montevideo o desde Montevideo hacia Tacuarembó sale muy caro. Cada 
acción, cada siniestro, tiene una consecuencia sobre los lesionados y alguien se tiene que hacer cargo, no 
necesaria y únicamente los hospitales públicos. Si aquel trabajador que tiene una moto para no pagar boleto, 
tiene que volver a pagar el boleto o a andar en bicicleta, le vamos a estar resolviendo también una situación 
de vida. Además de la situación humana que implica lastimar a un ser humano por una impericia, uno tiene 
que ser responsable de sus actos, como en todas las cuestiones de la vida. 


Este legislador quiere plantear que desde la ley de tránsito y desde antes nosotros estamos a favor de un 
cambio cultural. El tema de los siniestros de tránsito vino a quedarse y a destruir nuestras familias y nuestras 
vidas. Cualquiera de nosotros, en cualquier momento, podemos ser actores de un siniestro de tránsito, 
perturbando la vida, no solo porque quede lastimado algún miembro de nuestra familia, sino porque si 
nosotros le quitamos la vida a una persona o la dejamos paralítica, el peso moral que eso implica es durísimo. 
Entonces, no se puede reducir el tema a que un auto que vale US$ 3.000 para arriba, pagará $ 1.500, $ 1.800 
o $ 2.000 por año. Para nosotros esto es una cuestión absolutamente menor, más allá de que nos hacemos 
cargo de lo que implica para cada ciudadano sacarse plata del bolsillo, ya que se tiene poca o no se tiene. 


Este proyecto de ley es uno más de una política de seguridad vial que viene llevando adelante nuestro país, 
nuestro Estado no nuestro Gobierno, y a eso nos comprometemos. 


En cuanto a si las motos están incluidas o no, más allá de la discusión jurídica, las bicicletas, las motos, los 
autos y las camionetas son actores de la vía pública. Este proyecto, por ejemplo, excluye a los trenes. Si 
estuvieran incluidos, sería más genérico, por eso establece que excluye de este seguro a los trenes que, 
obviamente, tendrán que estar cubiertos por otro seguro. Los excluye; si quisiera excluir a las motos, lo haría. 
Yo caminando me puedo llevar por delante a alguien y le puedo quebrar la cadera, pero es más difícil que 


cruzando la calle mate a alguien o lo deje paralítico. Hablando de seguridad vial en el mundo, las motos son 
automotores porque tienen motores. 


Otro elemento a tener en cuenta es que algunas medidas de la ley de tránsito tendrían que llegar también a los 
usuarios de bicicletas, pero por una cuestión cultural no hemos podido hacerlo. La gente que anda en 
bicicleta tendría que tener un casco, lo que tanta discusión genera en algunos departamentos de nuestro país. 
Hacia allí vamos; algún día podremos ponérselo. 


Sobre el Ministerio del Interior, debo decir que a nosotros nos hubiera gustado llegar a tiempo a esta 
discusión y haber propuesto la reglamentación, pero esperemos que mis palabras se recojan de la versión 
taquigráfica. 


Con respecto al secuestro del vehículo no voy a hablar acerca de elementos filosóficos o del derecho a la 
propiedad, nosotros creemos que se podrían generar algunas situaciones como, por ejemplo, un embargo, 
dejando al propietario del bien como depositario. Como no soy jurista, pido disculpas por los términos que 
empleo. Imagino otra situación: me paran, me piden el documento del seguro, les digo que no tengo y, como 
en otras instancias, según una fórmula que puede tener la Policía o los Inspectores de Tránsito según quien 
me paró, se me declara depositario del bien y se me dice que tengo equis tiempo para llegar al lugar a donde 
voy, a mi casa, a un taller, a un estacionamiento. Me dan dos horas, llego al lugar y a partir de ese momento 
el vehículo no puede circular; todo esto bajo mi responsabilidad no solo administrativa me refiero a la multa, 
sino también por violar el compromiso que asumí. Hago un paralelismo con que existe un embargo, porque 
conceptualmente es lo que tengo. Pero cuando una persona circula con una libreta vencida o no tiene la 
documentación necesaria, se le genera la posibilidad de sacar ese vehículo de la vía pública. Imagino un 
camión que no está asegurado viniendo en la ruta. Paran al conductor y el hombre no puede dejar el camión 
en la calzada; entonces, le dan un plazo y se continúa con la infracción que cometió. 


No sé si este proyecto es perfecto, pero me parece que eliminar el término "podrá" estoy de acuerdo en que 
sería mucho mejor eliminar de la Constitución y de las leyes los términos "podrá" serviría para habilitar un 
mecanismo por el que si a los treinta días la persona no se presenta con los documentos del seguro del 
vehículo, quizás se le diga que los próximos tres meses tendrá que llevarlo a tal lugar y depositarlo. Como 
todos los señores Diputados saben, las Comisarías, los depósitos judiciales, etcétera, no dan más; es una 
cuestión absurda que sigan amontonando vehículos. Aprovecho para decir que las leyes de nuestro país 
establecen que los depósitos judiciales no tendrían que tener a los vehículos durante más de un año y no 
sabemos por qué el Poder Judicial, teniendo los instrumentos, no vacía los depósitos. Esto será parte de otro 
análisis, porque tendríamos que saber si se está pagando alquiler del depósito o cómo se gasta el dinero. A lo 
que voy es que no se puede seguir amontonando vehículos en un depósito. Esta puede ser una salida: "Hacéte 
responsable, ponele un toldito, tapala hasta que tengas el seguro y no te genero un gasto, porque quizás te 
sale más barato dejar tirada la moto ahí que recuperarla". 


Me pareció claro el informe que brindó el señor Presidente; los otros integrantes de la delegación no 
vertieron elementos nuevos. Los aspectos sobre los que lo pedía aclaración la semana pasada, quedaron 
aclarados. Para mí los montos son razonables y, como decía el señor Diputado Alonso, es posible que a la 
hora de competir esos $ 800 del seguro de la moto bajen a $ 650. Quizás suceda lo mismo con los autos y en 
vez de pagar $ 2.000 techo al que hacía referencia el señor Diputado Borsari Brenna, la competencia achique 
el monto. 


Como miembro de la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas estoy en condiciones de 
participar de la aprobación de este proyecto para que se trate en el pleno de la Cámara. Como todas las leyes, 
como todas las cosas humanas, tal vez en la Legislatura que viene habrá que hacerle ajustes. No tengo miedo 
a decir como lo hicimos con otras leyes aprobadas en este Período que doy mi voto para aprobar el proyecto, 
sabiendo que inmediatamente lo tengo que empezar a corregir. Este es un paso histórico muy importante y 
creo que están dadas las condiciones para votar el proyecto. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quiero dejar una constancia 


Acompaño todos los fundamentos del señor Diputado Borsari Brenna. Parte del razonamiento del señor 
Diputado Yanes acude a un tema económico. Para la gente no son solo estos $ 1.500 o $ 900; el tema es la 
catarata. Esta es la gota que desborda el vaso. Entre la inflación, los combustibles, la suba de la Contribución 


Inmobiliaria, la suba de las patentes, el IRPF, no son los $ 1.500, los $ 2.000 o los $ 900. Además, no es algo 
común y constante que la gente tenga cable. En zonas rurales, el ciclomotor es una herramienta de trabajo 
para ir al pueblo, para llegar a trabajar temprano, para ir al rancho. Inclusive, a veces es más barato tener un 
ciclomotor que un caballo, como se acostumbraba antes. Entonces, no se puede decir que son estos $ 1.500 y 
el entorno es la nada. 


Creemos que el seguro es un elemento necesario, pero hay tiempos. 


Ya que se hablaba de las arcas del Estado, debo decir que se ha puesto dinero en publicidad estatal: 

US$ 16:000.000 para ANTEL, no sé cuántos millones de dólares para Cerro Free Port, PLUNA se ha llevado 
no sé cuánto. Entonces, ¿por qué no subsidiar el seguro obligatorio para determinada gente que no puede 
llegar a estas cifras? Hay que ver esto en su contexto. Estos $ 800, $ 1.500 o $ 2.000 para muchas personas 
va a ser el final y no podrán seguir teniendo la moto u otra cosa. 


De a poquito va comiendo la gallina y se llena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se aceptan o no las modificaciones que el Senado introdujo al 
proyecto, a los efectos de llevarlo al plenario de la Cámara y sancionarlo. 


(Se vota) 


——— Nueve en trece: AFIRMATIVA. 


SEÑOR DOTI GENTA.- Mi fundamentación de voto está basada en el hecho de que en la sesión 
pasada yo hice y consta en la versión taquigráfica determinadas objeciones en cuanto a algunos 
aspectos de las modificaciones que ahora estoy votando. Pido disculpas al señor Diputado Orrico si no 
es así. Cuando él hizo uso de la palabra, expresó que podía coincidir con esas aclaraciones y puntos de 
vista distintos que teníamos sobre el proyecto de ley y que en el futuro se podían ir solucionando en la 
medida en que la ley se estuviera aplicando. 


Yo estoy por primera vez en esta Legislatura. Los señores Diputados dicen que este es el cuarto Período en el 
que se está tratando este proyecto de ley. Lo hemos votado afirmativamente pensando en que es un primer 
avance y en que tiene que ser perfectible en los puntos a los que nosotros y los compañeros hicimos 
referencia. La ley de tránsito está vigente. Para nosotros que no la votamos porque violaba la autonomía 
municipal, habría que hacerle algunas correcciones que ahora no vienen al caso. 


Quería fundar el voto, porque votamos el proyecto afirmativamente y en la sesión pasada estuvimos haciendo 
valoraciones negativas sobre distintos aspectos. Queremos hacer aportes. Si en el transcurso del tiempo, 


cuando se aplique la ley, vemos que hay que realizarle correcciones me refiero a las que acá ya se han 
planteado, pondremos todo el énfasis en hacerlo lo antes posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como hay confusión respecto a cómo se tomó la votación, solicitamos que se 
rectifique. 


(Se vota) 


——- Diez en trece: AFIRMATIVA. 
SEÑOR ORTUÑO.- Propongo al señor Diputado Orrico como miembro informante por la mayoría. 
(¡Apoyado!) 


SEÑOR LACALLE POU.- Propongo al señor Diputado Borsari Brenna como miembro informante 
por la minoría. 


(¡Apoyado!) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


(Es la hora 11 y 45) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


